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En el segundo escrito, y bajo el espíritu de una mayéutica, se hace énfasis en evidenciar la gran 

visión geopolítica del Libertador, al interpretar el romano principio, con características 

innovadoras y su importancia en el devenir histórico de la controversia por el Esequibo. 

Frase latina la cual pudiera ser traducida “como poseías de acuerdo al derecho, poseerás”, o “tal 

como lo poseéis de ley”. El Derecho Romano la utilizó para reclamaciones de territorios 

adquiridos en acciones bélicas e históricamente el principios es empleado en el Derecho 

Internacional Púbico para legitimar conquistas territoriales. Fue usado en los procesos de 

emancipación americana, para definir las fronteras de los nacientes y Estados y recientemente 

en los procesos de descolonización del continente africano. 

Ni la primera constitución de Colombia, la llamada Constitución de Cundinamarca del 4 de abril 

de 1811, ni la primera constitución de Venezuela del 23 de diciembre de 1811, hacen referencia 

al territorio de ambas nacientes repúblicas. 

En la Constitución venezolana del 15 de agosto de 1819, tampoco se hace referencia al territorio 

nacional. 

Es en la Constitución de Cúcuta, llamada Ley Fundamental de la Unión de los pueblos de 

Colombia, firmada en Villa del Rosario el 30 de agosto de 1821, donde en su título II, Del 

Territorio de Colombia y de su Gobierno, Sección I, Del Territorio de Colombia, artículo 6º, se 

señala que: 



“El territorio de Colombia es el mismo que comprendían el antiguo virreinato de la 

Nueva Granada y Capitanía General de Venezuela” 

Bolívar mediante el documento “Instrucciones en Cúcuta” fechado el 11 de octubre de 1821, 

envía misiones diplomáticas a Perú, Chile, Buenos Aires y México, con el fin de difundir un 

proyecto de tratado de formación de una Confederación de Naciones americanas, la cual se 

opondría a la poderosa “Santa Alianza” intereuropea. Dentro del texto del proyecto se destacan 

los siguientes párrafos: 

“…Las partes se comprometerán a no entrar en negociación alguna con el gobierno 

de Su Majestad  Católica (España), sino sobre  la base de la integridad de sus 

respectivos territorios como estaban demarcados en 1810, esto es, la extensión del 

territorio que comprendía cada Capitanía General o Virreinato de América…” 

“…Las partes se garantizan mutuamente la integridad de sus respectivos territorios 

en el mismo pie en que se hallaban antes de la presente guerra, debiendo respetarse 

los límites que tenía en aquel tiempo cada Capitanía General o Virreinato, que ha 

reasumido en el día del ejercicio de su soberanía…” 

El gran sentido político de “El Libertador” se hace evidente al proponer una norma jurídico-

política con las siguientes características: 

Los nuevos Estados no heredaban territorios de la corona española. Estos se reconocerían 

mutuamente los límites territoriales fijados en estricto derecho por los españoles, desde el 

momento de asumir el ejercicio de sus respectivas soberanías. 

Sabiamente no se refirió a los límites de cada provincia o gobernación política, sino que fijo lo 

territorial a la total integridad de los Virreinatos y Capitanías Generales. Habría que imaginarse 

la independencia individual de cada una de las provincias que integraban la Capitanía General 

de Venezuela (Caracas, Guayana, Margarita, Cumaná, Maracaibo y Barinas) 

En consecuencia a lo anterior vinculó su norma a las grandes divisiones político-territoriales 

españolas en sus colonias, obviando otras figuras organizativas como las reales audiencias, 

haciendas o intendencias, entre otras. 

No fijó excepciones a la norma, es decir, las provincias aún bajo el control de la corona española, 

estaban incluidas. 

Lo anterior indica una clara diferencia entre el “Uti Possidetis” romano y la norma jurídica 

político-territorial de Bolívar: 

Según el derecho romano, ante un litigio de posesión, el juez-pretor preguntaba quién de los 

litigantes poseía de hecho al  objeto de la disputa, una vez averiguado, se dictaba el siguiente 

interdicto provisional: “uti possidetis, ita possideatis” es decir, “así como lo poseéis, así también 

lo poseáis o sigáis poseyendo”, hasta tanto, el segundo en litigio demuestre en el juicio su 

derecho de propiedad (jus possidetis). De aquí el espíritu “de facto” del principio romano. 

La fórmula de “El Libertador” prescinde de la posesión u ocupación del territorio, no hace 

referencia explícita al principio romano y toma en cuenta solo el título jurídico legal, con lo 



cual le imprime un carácter irrevocable y definitivo. De aquí el espíritu “de juris” del principio 

de Bolívar. 

Esta diferencia redujo a los casos de Belice, las Malvinas y el Esequibo, los problemas de posesión 

territorial de hecho y las pretensiones de las potencias imperialistas de ocupar territorios bajo 

el pretexto de considerarlos “res nullios” o cosa de nadie. Como ejemplo se cita la respuesta del 

Canciller Gran-colombiano Pedro Gual a Sir Lawrence Halsted, comandante en jefe de las 

Fuerzas Navales Inglesas en el Caribe, el cual pretendía ocupar la Goajira (1825), la cual señalaba: 

“…Porque la República de Colombia no tenga establecimientos en aquellas costas no 

se sigue que no deba ejercer sobre ella el dominio e imperio que legítimamente tiene 

adquiridos…” 

Bajo este principio el Territorio de la Gran Colombia (1821-1830) fue el territorio del Virreinato 

de la Nueva Granada y el de la Capitanía General de Venezuela y que luego de la separación, 

ambas Repúblicas reclamaron. 

De allí que la Constitución Política del Estado de Nueva Granada del 1º de marzo de 1832, en su 

artículo 2 señala: 

“Los límites de este Estado son los mismos que en mil ochocientos diez dividían el 

territorio de la Nueva Granada de las Capitanías Generales de Venezuela y 

Guatemala…” 

Por su parte la Constitución del Estado de Venezuela del 24 de septiembre de 1830, en el Título 

I, de la Nación Venezolana y de su territorio, artículo 5, señala: 

“El territorio de Venezuela comprende todo lo que antes de la transformación política 

de 1810 se denominaba Capitanía General de Venezuela…” 

La Constitución vigente en su TÍTULO II “DEL ESPACIO GEOGRÁFICO Y LA DIVISIÓN POLÍTICA”, 

Capítulo I “Del Territorio y demás Espacios Geográficos”, señala en el Artículo 10: 

“El territorio y demás espacios geográficos de la República son los que correspondían 

a la Capitanía General de Venezuela antes de la transformación política iniciada el 19 

de abril de 1810, con las modificaciones resultantes de los tratados y laudos arbitrales 

no viciados de nulidad” 

 


